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Al contestar refiérase 
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15 de diciembre, 2005


DI-AA-3163

Máster

Lorna Campbell Bryan

Directora Administrativa Financiera

Hospital de Guápiles

Guápiles, Limón

Estimada señora:

Asunto: 
Se atiende solicitud de criterio en relación con la posibilidad de reconocer revisiones del precio sin que medie la  fórmula matemática pactada por las partes en el contrato para suministro de café molido, suscrito entre el Hospital de Guápiles y la empresa Industria Nacional de Café S.A..

Damos respuesta a su oficio número U.A. 107-2005, mediante el cual solicita el criterio de este Órgano Contralor en relación con la posibilidad de efectuar reconocimientos por concepto de revisión del precio sin que medie la fórmula matemática pactada por las partes en el contrato para el suministro de café molido, suscrito entre el Hospital de Guápiles y la empresa Industria Nacional de Café S.A.. 

De previo a referirnos al asunto, ofrecemos las disculpas del caso por la dilación en la emisión del presente criterio, situación que justificamos en el volumen de trabajo que soporta esta Unidad sujeto, por lo general, a plazos en cuanto a las autorizaciones y aprobaciones que otorgamos.

Sobre la consulta en concreto, conviene señalar que en materia de reajuste y revisión de precios en los contratos administrativos, la función de esta Contraloría General consiste básicamente en revisar las cláusulas de reajuste o revisión del precio incluidas en los contratos y addenda que requieren para su eficacia jurídica de refrendo constitucional, verificando en estos casos que las citadas cláusulas definan -de conformidad con los requerimientos establecidos- los parámetros o lineamientos generales que regirán para su aplicación. Así las cosas, no compete a este Órgano Contralor referirse a solicitudes concretas de revisión del precio en contrataciones particulares; siendo más bien dicha actividad resorte exclusivo de la Administración.

En consecuencia, antes de exponer nuestro criterio, es preciso advertir que éste será rendido en términos generales, sin realizar ningún análisis detallado de la contratación aludida, todo a fin de no comprometer en forma anticipada nuestra posición ante una eventual labor de fiscalización que llegue a realizar esta Contraloría General.

Así las cosas, corresponderá a ese Hospital valorar la posición que a continuación se desarrolla y resolver de la forma más ajustada a Derecho los asuntos que le sean sometidos para su conocimiento.

1. MANTENIMIENTO DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO FINANCIERO DE LAS CONTRATACIONES SUSCRITAS POR LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

El ajuste de precios en un contrato tiene la finalidad de mantener el principio constitucional de intangibilidad patrimonial, esto es, el equilibrio económico financiero de la contratación, de manera que ninguna de las partes -contratante y contratista- se vea perjudicada en el cumplimiento del respectivo contrato. 

Dentro de este contexto, la doctrina señala que las cláusulas de revisión de precios o automáticas, no solamente establecen las condiciones generales para ejercer el derecho al reajuste o revisión del precio, sino que también establecen los procedimientos para su cálculo, incorporando la fórmula matemática que se va a utilizar, la estructura porcentual de los componentes del precio y las fuentes de los índices correspondientes. 

Concomitante con lo anterior, el artículo 18 de la Ley de la Contratación Administrativa, No. 7494, estatuye que la Administración reajustará y revisará los precios, aumentándolos o disminuyéndolos, producto de variaciones en los costos directos o indirectos, mediante la aplicación de ecuaciones matemáticas basadas en los índices oficiales de precios.

Así las cosas, en atención a los supracitados aspectos doctrinales y legales, ha sido criterio reiterado de este Órgano Contralor que toda cláusula de reajuste o revisión del precio deberá contemplar como mínimo, los siguientes aspectos
:

a) La estructura porcentual de los elementos que componen el precio. 

b) La fórmula matemática en cuanto a expresión algebraica y la definición de los términos que la componen.

c) Las fuentes de los índices vinculados a los elementos que integran el precio.

Asimismo, se ha establecido que, una vez definidos por las partes, los aspectos antes citados regirán a lo largo de la vigencia del contrato, a menos que razones calificadas generen cambios significativos, que obliguen a su modificación mediante addendum debidamente justificado, documento contractual que deberá ser sometido a las instancias de aprobación correspondientes.  

En punto a este aspecto, la Sala Constitucional ha señalado que si el mecanismo o método de ajuste pactado por las partes no restituye el nivel de la ecuación financiera del contrato a las condiciones originalmente previstas, las partes podrán, en razón del interés público involucrado, sustituir esos mecanismos por otros que conduzcan a hacer justicia administrativa.

A mayor abundamiento y para efectos ilustrativos, considerarse el caso de un mecanismo de revisión pactado que liga los elementos del costo con índices de precios oficiales de carácter general y que por tanto, podrían no reflejar con exactitud las variaciones ocurridas en el costo de determinados insumos. Si esta situación genera cambios significativos que alteran el equilibrio financiero de la relación contractual, sería factible que las partes acuerden mediante addendum la utilización de una estadística oficial más estrechamente vinculada con esos elementos. Cabe señalar, que dicha modificación tendría vigencia a partir del último reconocimiento de revisión del precio realizado en esa  contratación en concreto.  

Adicionalmente, debe recordarse que en términos generales, la modificación de un mecanismo pactado, será factible siempre y cuando el desequilibrio que se alega se origine en situaciones imprevistas para las partes o en aquellas que, aunque previsibles, resultan del comportamiento normal del mercado local, alterando las contraprestaciones acordadas. Por el contrario, si el desequilibrio es producto de errores por parte del contratista en la definición del precio ofertado, los efectos económicos resultantes deberán ser asumidos por él como parte del riesgo implícito al presentar su oferta y  formalizar el vínculo negocial, es decir, conforma el ámbito del álea normal o empresarial.

Conteste con lo anterior, deberá tomarse en consideración lo expuesto por la Sala Constitucional en su Sentencia No. 6432-98, al decir que:

“La propuesta que el contratista dirige a la Administración en un proceso licitatorio, como cualquier otra que se hace en materia contractual, lleva implícita el "álea normal", lo que significa que si el interesado se equivoca en su propia proyección y concepción del negocio, y dentro de las condiciones normales de ejecución, sufre pérdidas, la Administración no está obligada a resarcir suma alguna; entonces hablamos de mala administración del contratista o de causas imputables solo a él.”(El destacado es nuestro).

De lo expuesto se desprende, que la aplicación de los mecanismos de revisión y reajuste de precios se limita a la actualización a través del tiempo del precio pactado, previa demostración del desequilibrio económico ocurrido, de forma tal, que no será posible que mediante estos mecanismos se subsanen errores modificando, alterando o ajustando el precio original de la contratación; aspectos que deberá valorar la Administración.

2. DE LA CONSULTA EN CONCRETO

Corolario de lo expuesto, se concluye que no será posible el reconocimiento de revisiones del precio sin que medie el mecanismo pactado por las partes, lo que incluye la expresión algebraica de la fórmula matemática, la estructura porcentual del precio y los índices vinculados a los elementos que componen el precio.

Asimismo, se tiene como tesis de principio que el mecanismo pactado regirá a lo largo de la vigencia del contrato, a menos que razones calificadas generen cambios significativos, que obliguen a su modificación mediante addendum debidamente justificado y aprobado por la instancia correspondiente.  

Finalmente, con el propósito de que sea tomado en cuenta en futuras gestiones,  recordamos a esa Administración que de conformidad con lo estatuido en la circular No. CO-529 de fecha 26 de mayo del 2000, las consultas que se dirijan a la Contraloría General de la República deberán acompañarse del dictamen de la unidad especializada del órgano o ente consultante, en la materia que se trate, salvo que se demuestre fehacientemente que no es posible cumplir con este requisito.

Atentamente, 

Lic. Manuel Corrales Umaña, MBA 

Jefe de Unidad
LMCA/mst

ci  Archivo Central

Ni:  5491, 2005001578

(  Criterios y dictámenes

�  Para un análisis detallado de los tres aspectos mínimos que debe contener un mecanismo de reajuste o revisión del precio, remítase a nuestro oficio No. 6004 del 04 de junio del 2001.





